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EMPRESA PUBLICA DE SUELO DE ANDALUCIA

RESOLUCION de 1 de abril de 2003, por la que
se delegan en determinados Gerentes Provinciales de
EPSA, competencias administrativas en materia de
gestión y administración del Parque Público de Vivien-
das de Promoción Pública.

Los vigentes Estatutos de la Empresa Pública de Suelo de
Andalucía (EPSA), aprobados por Decreto 113/1991, de 21
de mayo, regulan el objeto de la misma de conformidad con
lo establecido en el artículo 28 de la Ley 1/1985, de 11
de febrero, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma
de Andalucía para el ejercicio 1985 y el artículo único de
la Ley 5/1990, de 21 de mayo, por la que se configura en la
Junta de Andalucía la condición de promotor público de actua-
ciones protegibles. La Disposición adicional vigésimo primera
de la Ley 7/1996, de 31 de julio del Presupuesto de nuestra
Comunidad Autónoma para 1996 posibilitó la cesión de titu-
laridad de bienes inmuebles a la empresa para el cumplimiento
de sus fines, y el artículo 33 de la Ley 17/1999, de 28 de
diciembre, de medidas fiscales y administrativas estableció
como integrante del objeto de EPSA, la administración y gestión
del patrimonio que constituye el parque de viviendas de pro-
tección oficial de promoción pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, así como los locales comerciales, los gara-
jes vinculados o no a ellas y las edificaciones complementarias
de la correspondiente promoción cuya titularidad o gestión
haya sido cedida por el Consejo de Gobierno, así como el
ejercicio de las potestades administrativas atribuidas o dele-
gadas, incluida la sancionadora, en relación a su objeto.

Hasta el momento las transferencias a favor de la Empresa
en materia del parque de viviendas de protección oficial de
promoción pública se han llevado a efecto a través del Decreto
210/1999, de 5 de octubre, y del Decreto 258/2002, de
15 de octubre. Ambas normas señalan en sus artículos segun-
do y tercero, que la cesión de la titularidad dominical de los
grupos de viviendas de promoción pública implica la subro-
gación de EPSA en la posición jurídica de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía como titular del patrimonio cedido. Además
se atribuyen al Director de EPSA todas las competencias admi-
nistrativas de gestión y administración del patrimonio trans-
ferido, que deben ser ejercidas con plena sujeción a la nor-
mativa de viviendas de protección oficial vigente en Andalucía,
a cuyos efectos EPSA tiene la condición de Administración
titular del parque cuya titularidad ha recibido. Actuando pues
EPSA como Administración Pública titular del Parque a todos
los efectos y tratándose de competencias propias del Director
de la empresa en materia gestión y administración, se impone
ajustar nuestra actuación administrativa a los principios de
eficacia y celeridad, procurando simplificar, racionalizar y agi-
lizar la tramitación y resolución de los diversos expedientes
administrativos que realiza la Empresa con pleno respeto al
principio de legalidad.

Se procede en consecuencia de lo anterior y conforme
a lo previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre en su redacción dada por la Ley 4/1999, de
13 de enero, así como en el artículo 47 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, de Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, a delegar competencias del
Director de la Empresa en determinados Gerentes Provinciales
de la misma.

En su virtud, en ejercicio de las facultades legalmente
atribuidas, por el Director de la Empresa se dispone:

Artículo primero. Delegación de competencias del Director
de la Empresa Pública de Suelo de Andalucía en los Gerentes
Provinciales de la Empresa de Huelva, Sevilla, Jaén, Córdoba,
Málaga, Granada y Almería.

Se delegan en los Gerentes Provinciales de la Empresa
Pública de Suelo de Andalucía de Huelva, Sevilla, Jaén, Cór-

doba, Málaga, Granada y Almería, todas las competencias
administrativas atribuidas al Director de la Empresa por la
Consejería de Obras Públicas y Transportes en materia de
gestión y administración del Parque Público de Viviendas de
Promoción Pública, y entre ellas, las que a continuación se
indican:

1. Inicio, tramitación y resolución de los procedimientos
administrativos de acceso a la propiedad en el marco de los
Planes de venta de la empresa, así como la resolución y la
declaración de ineficacia de contratos de opción de compra,
de las viviendas de protección oficial de promoción pública
cedidas en régimen de alquiler.

2. Resolución por la que se concretan las condiciones
de venta conforme a la normativa vigente, en procedimientos
administrativos de acceso a la propiedad, de las viviendas
de protección oficial de promoción pública cedidas en régimen
de alquiler.

3. Resolución de segundas adjudicaciones de viviendas
de protección oficial de promoción pública.

4. Tramitación y resolución de expedientes administra-
tivos de regularización de ocupantes sin título bastante, de
viviendas de protección oficial de promoción pública.

5. Tramitación y resolución de expedientes administrativos
de subrogación de viviendas de protección oficial de promoción
pública cedidas en régimen de alquiler.

6. Autorización de desocupación temporal y de realización
de obras en viviendas de protección oficial de promoción
pública.

7. Inicio, tramitación y resolución de los expedientes admi-
nistrativos de resolución de contratos de alquiler y desahucio
contra los adjudicatarios y ocupantes de viviendas de pro-
tección oficial de promoción pública cedidas en régimen de
alquiler.

8. Inicio, tramitación y resolución de expedientes admi-
nistrativos sancionadores por infracción de la normativa de
viviendas de protección oficial vigente en Andalucía.

9. Tramitación y resolución de expedientes administrativos
de minoraciones por circunstancias económicas y familiares
y deducciones por ostentar la condición de familia numerosa,
en la renta de las viviendas de protección oficial de promoción
pública cedidas en régimen de alquiler.

10. La tramitación y ejercicio de los derechos de tanteo
y retracto sobre viviendas de protección oficial de promoción
pública.

11. La firma en documento administrativo de los contratos
de alquiler de viviendas de protección oficial de promoción
pública.

12. Autorización de permutas y traslados de viviendas
de protección oficial de promoción pública cedidas en régimen
de alquiler.

Artículo segundo. Avocación de competencias.
El Director de la Empresa Pública de Suelo de Andalucía

podrá avocar en todo momento la resolución de cualquier asun-
to o expediente comprendido en la delegación de competencia
que se efectúa en esta resolución, sin perjuicio de que las
mismas subsistan para los demás casos, salvo que por dis-
posición expresa se produzca su revocación o modificación.

Artículo tercero. Constancia de la delegación.
En los actos, resoluciones y acuerdos que se adopten

en virtud de la presente delegación se hará constar expre-
samente tal circunstancia, y se considerarán dictadas por el
órgano delegante.

Disposición Final. Entrada en vigor.
La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente

al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 1 de abril de 2003.- El Director, Fermín Moral
Cabeza.
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4. Administración de Justicia

TRIBUNAL DE CUENTAS

EDICTO dimanante del procedimiento de reintegro
por alcance núm. A35/03. (PD. 2089/2003).

Por el presente se hace público, para dar cumplimiento
a lo acordado por el Excmo. Sr. Consejero de la Sección de
Enjuiciamiento del Tribunal de Cuentas por providencia de
fecha dieciséis de mayo de dos mil tres, dictada en el pro-
cedimiento de reintegro por alcance núm. A35/03, del Ramo
de Corporaciones Locales (Ayuntamiento de Marbella), pro-
vincia de Málaga, que en dicho Tribunal se sigue juicio contable
con motivo del presunto descubierto producido en los fondos
públicos por valor de veintitrés millones setecientos treinta
y nueve mil novecientos setenta y ocho euros con doce cén-
timos (23.739.978,12 E), como consecuencia de las irre-
gularidades detectadas en la gestión económica financiera de
la Sociedad Municipal «Eventos 2000, S.L.»; lo cual se hace
saber con la finalidad de que los legalmente habilitados para
el mantenimiento u oposición a la pretensión de responsa-
bilidad contable puedan comparecer en los autos personán-
dose en forma dentro del plazo de nueve días.

En Madrid, a dieciséis de mayo de dos mil tres.- El Letrado
Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. TRES
DE CORDOBA

EDICTO dimanante del procedimiento de separa-
ción núm. 456/2002.

En autos de Separación 456/02 que se tramitan en este
Juzgado de Primera Instancia núm. Tres a instancia de Antonio
Ojeda Mures, frente a doña Mónica Lucía Martínez Restrepo,
se ha dictado la siguiente sentencia que en su encabezamiento
y fallo es del tenor literal siguiente:

« S E N T E N C I A

En Córdoba a cinco de mayo de dos mil tres.

La Sra. Juez de Primera Instancia núm. Tres de Córdoba
y su partido doña Ana María Saravia González, ha visto y
examinado los presentes autos de Separación Causal seguidos
bajo el número 456/02, a instancia de don Antonio Ojeda
Mures, representado por la Procuradora Sra. Gálvez Acosta
y asistido de la letrada Sra. Castillo Melero, contra doña Mónica
Lucía Martínez Restrepo, cuya situación procesal es la de rebel-
día. Habiendo recaído la presente en base a los siguientes,

F A L L O

Que estimando en su integridad la demanda presentada
por la procuradora Sra. Gálvez Cañete, en nombre y repre-
sentación de don Antonio Ojeda Mures, contra doña Mónica
Lucía Martínez Restrepo, debo declarar y declaro la separación
del matrimonio formado por ambos, con todos los pronun-
ciamientos legales inherentes a dicha resolución, a saber:

1.º Se acuerda la separación de los cónyuges, de manera
que se produce la suspensión de la vida en común de los
casados y cesa la posibilidad de vincular bienes del otro cón-
yuge a la potestad doméstica.

2.º Se revocan los consentimientos y poderes que cual-
quiera de los cónyuges hubiera otorgado al otro.

3.º Se decreta la disolución de la sociedad de gananciales
haciendo suyos los bienes que a partir de este momento cada
cónyuge adquiera.

No procede fijar pensión compensatoria a favor de la
demandada.

No se hará mención expresa a las costas causadas en
esta instancia.

Notifíquese a las partes personadas, la presente Reso-
lución, advirtiéndoles que contra la misma cabe interponer
recurso de apelación, que se preparará en el plazo de cinco
días ante este Juzgado y del que conocerá la Ilma. A. Provincial.

Una vez firme, comuníquese de oficio al Registro Civil,
donde conste inscrito el matrimonio a los efectos oportunos.

Así, por esta mi sentencia, de la que se deducirá testimonio
para su unión a los autos, lo pronuncio, mando y firmo.»

Y para que conste y sirva de notificación en forma a doña
Mónica Lucía Martínez Restrepo, actualmente en paradero des-
conocido, y su publicación en el Boletín Oficial de la Comu-
nidad Autónoma, expido y firmo la presente en Córdoba, a
cinco de mayo de dos mil tres.- El Secretario.

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. TRECE
DE MALAGA

EDICTO dimanante del procedimiento verbal núm.
515/02. (PD. 2074/2003).

Autos: Verbal núm. 515/02.
Actor: José Antonio Rodríguez Chico.
Demandada: Belén Gómez Gabaldón.

E D I C T O

El Ilmo. Sr. don José Pablo Martínez Gámez, Magistra-
do-Juez titular del Juzgado de Primera Instancia número Trece
de los de Málaga, hace saber:

Que en este Juzgado se siguen autos de Juicio Verbal
bajo el número 515/02 en los que ha recaído sentencia cuya
parte dispositiva resultan ser del siguiente tenor literal: «Se
estima íntegramente la demanda interpuesta por don Jesús
Javier Jurado Simón frente a doña Belén Gómez Gabaldón
con los siguientes pronunciamientos: 1. Se condena a doña
Belén Gómez Gabaldón a que pague a don Jesús Javier Jurado
Simón la cantidad reclamada de mil quinientos dos euros con
cincuenta y tres céntimos, con más el interés legal del dinero
desde la fecha de interposición de la demanda y aumentado
en dos puntos desde la fecha de esta sentencia. Se condena
a doña Belén Gómez Gabaldón al pago de las costas de esta
instancia. Contra esta sentencia cabe recurso de apelación
que habrá de prepararse mediante escrito presentado dentro
del plazo de cinco días contados desde el siguiente a la noti-
ficación de esta resolución y en el que habrá de citarse la
resolución que se apela y manifestare la voluntad de recurrir
con expresión de los pronunciamientos que se impugnan».
Con fecha 25/noviembre/2002 ha recaído auto cuya parte
dispositiva resulta ser del siguiente tenor literal: «Se rectifica
la sentencia de fecha 6 de noviembre de dos mil dos, en
el sentido de que tanto en el punto 5.º del antecedente de
hecho primero, como en el fallo de la misma, donde se dice


